En sesión celebrada el día 5 de marzo de 2012, la Mesa del Parlamento de Navarra, previa audiencia de la Junta de Portavoces, adoptó, entre otros, el siguiente Acuerdo:

1.º Admitir a trámite la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a establecer, a las empresas que quieran a ayudas financieras, el compromiso de someterse a autorización administrativa previa en el caso de un proceso de regulación de empleo, presentada por el Grupo Parlamentario Nafarroa Bai. 

2.º Ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra.

3.º Acordar su tramitación ante la Comisión de Desarrollo Rural, Industria, Empleo y Medio Ambiente y disponer que el plazo de presentación de enmiendas finalizará a las doce horas del día anterior al del comienzo de la sesión en que haya de debatirse.

Pamplona, 5 de marzo de 2012

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

TEXTO DE LA MOCIÓN

Patxi Zabaleta Zabaleta, Portavoz del Grupo Parlamentario Nafarroa Bai, al amparo del Reglamento de esta Cámara, presenta para su debate y votación en la Comisión de Desarrollo Rural, Industria, Empleo y Medio Ambiente la siguiente moción:

Exposición de motivos

El Pleno del Parlamento de Navarra reunido el pasado 23 de febrero expresó su rechazo a la reforma laboral aprobada por el Gobierno del Partido Popular. De los dos socios del Gobierno de Navarra, el PSN mostró con claridad su rechazo, pero incluso UPN indicó que había aspectos con los que no coincidía y que confiaba que mejorasen en el trámite parlamentario.

Una de las principales modificaciones de la reforma recién aprobada hace referencia a la supresión del requisito de autorización administrativa previa en las tramitaciones de expedientes de regulación de contratos –suspensión o reducción de jornada– y de extinción de contratos –despidos colectivos–.

Sin embargo, en lo que llevamos de legislatura, distintos responsables de la consejería de Desarrollo Rural, Industria, Empleo y Medio Ambiente han valorado positivamente el papel del Gobierno de Navarra en dichos expedientes, mostrándose convencidos de que la intervención del Gobierno de Navarra como mediadora entre las partes ha permitido el mantenimiento de puestos de trabajo.

Ahora con la reforma laboral ya aprobada, ese papel del Gobierno de Navarra desaparece y, a salvo de las actuaciones que puedan iniciar los representantes de los trabajadores o los propios trabajadores a posteriori en el ámbito judicial, el empresario tiene libertad para tomar decisiones, entre otros, en esos ámbitos.

Es cierto que la competencia legislativa es estatal y que, en ese campo, el Gobierno de Navarra no tiene ninguna capacidad normativa. Sin embargo, la relación entre el Gobierno de Navarra y las empresas es mucho más amplia y eso permite contemplar otras opciones.

En particular, especialmente cuando están en dificultades, las empresas navarras acuden al Gobierno de Navarra en busca de apoyo. Así, en el marco de sus competencias, y a través del programa de avales para operaciones de circulante que gestionaba la antigua Nafinco (ahora incluida en Sodena), o a través de otros avales puntuales que otorgaba la propia Nafinco fuera de ese programa, o directamente la propia Sodena e incluso el propio Gobierno de Navarra, se ha venido apoyando a empresas en dificultades. Ese apoyo no siempre se ha dado en forma de avales, sino que incluso ha podido adoptar la forma de préstamos.

Todo parece apuntar a que esa necesidad de apoyo por parte del Gobierno de Navarra a empresas en dificultades va a seguir siendo necesario en el futuro, a través de los mismos o parecidos instrumentos.

En el proceso de concesión de dichos apoyos, el Gobierno de Navarra, a través de los procedimientos y los responsables correspondientes, analiza cada expediente de forma individual y establece condiciones a los gestores y/o accionistas de las empresas de forma previa a la aprobación de los apoyos. Es aquí donde cabe vincular ambos conceptos.

Por eso, se propone la siguiente propuesta de resolución:

El Parlamento insta al Gobierno de Navarra a que establezca como condición, a las empresas en dificultades que quieran acogerse a líneas de apoyo financiero (financiación y/o avales) para la financiación de su circulante o la reestructuración de su pasivo financiero, su compromiso fehaciente de someterse a autorización administrativa previa en el caso de que inicien un proceso de regulación –suspensión de contratos o reducción de jornada–, de modificación de condiciones salariales por debajo de convenio –descuelgue de convenio en materia salarial– o de extinción de contratos –despido colectivo–. Ese compromiso estará vigente hasta la cancelación de las ayudas prestadas por el Gobierno de Navarra y no afectará a la tramitación judicial –social y no contencioso-administrativa– ni a los derechos reconocidos a los trabajadores y a sus representantes en la nueva reforma laboral ante decisiones adoptadas por el empresario, tanto en el caso de que se produzcan con el visto bueno de la Administración como en el caso de que el empresario las adopte sin dicho visto bueno.

Pamplona a 28 de febrero de 2012 

El Portavoz: Patxi Zabaleta Zabaleta

